CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR – 07/2013
MODALIDAD.-   DE  EQUIDAD
DEMANDANTE.-  D. XXXXX
DEMANDADA.-  XXXXX
LAUDO 03 / 2014
En Cuenca, a dieciocho de septiembre de dos mil catorce.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XXX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXX, en la localidad de XXX, XXX provisto con D.N.I. nº XXX, nombrado Árbitro Único en el expediente número  AR – 07/2013, en virtud de Resolución de de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, de fecha 08 de mayo de 2014, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en equidad las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE DÑA. XXXXX, ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE SOCIA ANTE LA ENTIDAD XXXXX
DON XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. nº XXX, que actúa en el presente procedimiento en nombre y representación, de la socia y progenitora del mismo  DOÑA XXXXX, con D.N.I. nº XXXX, estando legitimada la misma activamente en este procedimiento en su condición de socia de la cooperativa  XXXX, en su escrito inicial de fecha 16 de noviembre de 2012 de solicitud de arbitraje en la modalidad de equidad, que dio lugar al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
PRIMERO.-     Que habiendo sido convocada con fecha 24 de septiembre de 2012 Asamblea General con carácter ordinario, a celebrarse el día 14 de octubre de 2012 en el domicilio social de la cooperativa, a las  10:00 horas en primera convocatoria y a las 10:30 horas en segunda convocatoria, asistió en representación de la demandante como tal socia su hijo D. XXXX, haciendo constar su oposición a la aprobación de los siguientes puntos del orden del día :
· 1º.- Lectura y aprobación, en su caso, del Acta de la Asamblea anterior; 
· 2º.- Aprobación de Memoria, Balance de situación al 30/06/2012 y Cuenta de Resultados 2011/2012 y Memoria Explicativa; 

· 4º.- Aprobación del Reglamento de Régimen Interior.

De esa oposición quedó constancia a través de un burofax remitido a la Cooperativa con fecha 16 de octubre de 2012, al efecto de la impugnación de los acuerdos en vía arbitral, requiriendo envío de "copia certificada de los acuerdos adoptados por la Asamblea General de la Sociedad Cooperativa XXXX de XXX (XXX), incluyendo la redacción final de los Estatutos, y Reglamento de Régimen Interno". De esta documentación solicitada, la socia demandante señalaba en su escrito que no se le habían facilitado a la fecha, aun cuando en su escrito aporta como documentación los borradores de ambas normas.
SEGUNDO.-    Con relación a la impugnación planteada en primer lugar frente al primer punto del Orden del día, en materia de la lectura y, en su caso, aprobación del Acta de la Asamblea anterior, la actora no formula argumentación alguna sobre dicho punto, por lo que debe deducirse que acepta el acuerdo que sobre este punto de adoptara en la Asamblea del 14 de octubre de 2012.


Respecto de la impugnación formulada ante la aprobación de la documentación contable societaria - englobada bajo la denominación comúnmente aceptada de "Cuentas Anuales -, la demandante formula acción de nulidad o anulabilidad por varios motivos:
a) La censura de cuentas habría incumplido el artículo 39 de los Estatutos, que fija en tres el número de interventores de la Cooperativa, por cuanto en la Asamblea celebrada el 09 de octubre de 2011 sólo se habrían nombrado dos, quedando vacante el tercer componente.
b) Que la Cooperativa viene realizando dos actividades económicas diferenciadas:  la agraria desde su constitución y la de generación de electricidad a través de placas solares desde el año 2009; dichas actividades no engloban a los mismos socios ni supone por ello los mismos coeficientes de participación en la actividad cooperativizada.

c) Señala para concluir la demandante, que no existe una contabilidad separada entre ambas actividades, de manera que los porcentajes de participación societaria varían en función de su participación o no en la generación de energía eléctrica, señalando al amparo del artículo 54.1 de la Ley 11/2010 que la aprobación de cuentas adoptada lesionaría los derechos de unos socios en beneficio de uno o varios socios.


Al tiempo solicitó del Árbitro a que se requiriera de la Cooperativa la entrega de los listados con los socios totales de la entidad y la referida a los participantes en la actividad de placas solares.

TERCERO.-   Que respecto a la impugnación de la aprobación de las Cuentas Anuales, la demandante alega otro motivo distinto a los anteriores y con un tratamiento diferenciado, en particular la tramitación y abono de ayudas de la Política Agraria Común (PAC) de la Unión Europea y de los recibos agrarios de compensación.

Establece en su escrito la demandante que dichas ayudas se solicitan en nombre de de cada de unos de los socios con  carácter individual por la Cooperativa, y que por ello, se conceden con ese carácter a los titulares de las parcelas individualizadas.


La Cooperativa ingresa esas cantidades en una cuenta común, distribuyendo las cantidades derivadas de la PAC, no en función de su concesión individualizada, sino empleando como criterio de imputación "según su porcentaje de participación en la cooperativa."; dicha situación, a juicio de la demandante, desemboca en que algunos socios sean favorecidos en beneficio de otros por las siguientes razones:
a) Existen parcelas que tienen su porcentaje de participación en la Cooperativa, pero no tienen derecho a la totalidad de las ayudas de a PAC.

b) Las ayudas de la PAC se otorgan en función de determinados criterios de producciones medias de la comarca, por lo que son iguales con independencia de la distinta capacidad de producción y de la calidad de la parcela.

c) Los porcentajes de participación en la parcelas en la Cooperativa se determinan en función de la calidad o categoría de las mismas, valoración mediante peritaje, o por acuerdo con el Consejo Rector.


En base a lo anterior, concluye la demandante que se está perjudicando a los titulares de parcelas de baja calidad, favoreciendo a aquéllos que lo son de parcelas de mejor rendimiento. Unido a dicho argumento, considera la demandante que la autorización que firman los socios, por la que habilitan a la sociedad cooperativa para la solicitud y tramitación de las ayudas de la PAC, no permitiría a la Cooperativa que las distribuyan a los beneficiarios en modo diferente al que se concedieron.

A tal fin, la demandante solicita como medios de prueba los siguientes:

a) Informe de censura de cuentas anuales y el informe de gestión formulado por los interventores, correspondiente al ejercicio 2011/2012.

b) Listado de socios de la Cooperativa fecha de 01 de octubre de 2011, en su actividad agraria original, con sus datos de identificación y porcentajes de participación.

c) Listado de socios de la Cooperativa fecha de 01 de octubre de 2011, en su actividad de placas solares, con sus datos de identificación y porcentajes de participación.

d) Listado de ayudas de la PAC y Seguro Agrario concedidas y cobradas a las parcelas de la demandante, desde el 01 de julio de 2011 hasta el 30 de junio de 2012.

e) La testifical de la persona responsable de la gestión de la contabilidad de la Cooperativa, D. XXXXX, de la empresa XXXX.
CUARTO.-     La demandante formula acción de anulabilidad frente al acuerdo de aprobación del Reglamento de Régimen Interior, por cuanto ya en el año 2003 cuando se procedió a la adaptación estatutaria de la Cooperativa, también se produjo la transformación desde una inicial cooperativa de explotación comunitaria de la tierra a una cooperativa de la clase de las agrarias, naturaleza que se reitera en el texto de los Estatutos adaptados a la vigente Ley 11/2010 de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que fue aprobado en la misma Asamblea General de fecha 14 de octubre de 2012, cuyo artículo 4.4 al definir el objeto social y actividades económicas de la entidad lo establece en correspondencia con el artículo 130.4, letra d) de la Ley 11/2010: "Adquirir, mejorar y distribuir entre los socios o mantener en explotación en común tierras y otros bienes susceptibles de uso y explotación agraria."

Ahora bien, el aprobado Reglamento de Régimen Interior, que desarrolla ese precepto estatutario, fija en primer lugar que los socios de la Cooperativa: "ceden a ésta los derechos de uso y aprovechamiento de sus parcelas para su explotación en común, incluyéndose en esta cesión la gestión y cobro de cualquier ayuda o subvención a las que pudieran acceder las parcelas cedidas";  y como norma complementaria, el artículo 4 del Reglamento establece que una vez que la Cooperativa haya comercializado la totalidad de la producción y "haya percibido los importes de las subvenciones y ayudas concedidas así como cualquier otros ingresos derivados de la explotación de las parcelas cedidas", entonces, el socio "recibirá sus rendimientos conforme a su coeficiente de participación en el capital de la Cooperativa".

Como conclusión, se aduce por la demandada que la normativa cooperativa de ese clase de sociedades no puede aplicarse sino únicamente a las parcelas adquiridas por la propia Cooperativa, y no a aquéllas que se aportan por los socios y cuyo título nominativo ostentan cada uno de los socios así como su derecho de superficie y las ayudas nominativas que se puedan solicitar y recibir de la PAC o por otros conceptos. 


Por lo expuesto considera como no conforme a Derecho establecer la cesión de esos derechos a favor de la Cooperativa, ya que excede de las competencias que le son atribuibles a una cooperativa agraria, lesionando los artículos 1.1 y 4.1, ambos del aprobado Reglamento de Régimen Interior, que estarían perjudicando a los socios, planteando además la existencia de un posible fraude en las ayudas de la PAC al variar al destinatario final, y concluyendo que se lesiona el derecho de los socios, que tributan a efectos de su renta como personas físicas ante la AEAT por unas retenciones de cantidades que en realidad no llegan a cobrar de una manera efectiva, y que pueden no corresponder con la imputación definitiva a abonarse por la Cooperativa a los beneficiarios y socios de la entidad.
QUINTO.-    Concluyendo en su condición de actora, se solicitó por la socia de este Árbitro que declarara en su Laudo como nulo o anulable el acuerdo de la Asamblea General de 14 de octubre de 2012, en su punto 2º sobre la aprobación de las Cuentas Anuales 2011/2012, así como se declararan los mismos efectos sobre determinados preceptos del Reglamento de Régimen Interior, aprobado como punto 4º del orden del día de la referida Asamblea, en concreto, requiriendo la declaración de esa nulidad o anulabilidad sobre los apartados 1º, 3º y 4º del artículo 1; el artículo 2, apartado 4º; del artículo 4, su apartado 1º; y finalmente, respecto del artículo 5, su apartado 1º.
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por otra parte, la  Cooperativa XXXXX con domicilio social en la localidad de XX – XXX, provincia de XXX, en XXXX, provista de C.I.F. nº XXX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, debidamente apoderado por la entidad el letrado del I.C.A. de Cuenca, Don XXXXX, colegiado nº X, siendo prestado aquel por el representante legal de la entidad Don XXXXX, provisto de DNI nº XXX;  se opuso a las pretensiones de la socia ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 29 de noviembre de 2013, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.
PRIMERO.-   Alegó la cooperativa demandada de inicio señalando que los Estatutos sociales que rigen en la Cooperativa son los aprobados en la Asamblea de fecha 14 de octubre de 2012, y que se encuentran debidamente inscritos en la Unidad Provincial del Registro de Cooperativas competente.


La demandada solamente acepta como cierta la comunicación efectuada por el socio contra determinados acuerdos adoptados en la Asamblea, añadiendo que, tanto el texto de los Estatutos sociales como del Reglamento de Régimen Interno han sido puestos a disposición del socio en todo momento.

SEGUNDO.-   Considera la Cooperativa que el Arbitraje que se dirime en el presente Laudo debió ser sometido bajo la modalidad de Derecho, por encontrarnos ante una cuestión eminentemente jurídica.


Aunque al tiempo también se alega que estaríamos ente un fraude de ley por parte de la actora, dado que se pretende la impugnación de acuerdos firmes y definitivos "en vía cooperativa" a través de la impugnación interpuesta contra el acuerdo sobre las Cuentas anuales del ejercicio económico 2011/2012, el cual lógicamente se ciñe exclusivamente a los balances y cuenta de explotación de la actividad de la sociedad en dicho período temporal.

TERCERO.-   Continuó la demandada planteando diversas excepciones de forma y de fondo contra la demanda de doña XXXXX, y en primer lugar señalando la falta absoluta de concreción de los elementos configuradores de la pretensión, dado que se considera que la invocación de una acción de nulidad o anulabilidad exige per se la indicación expresa y concreta de los preceptos de la Ley o de los Estatutos que se contravienen, sin que sirva la mera impugnación en base al desacuerdo de la socia con las resoluciones adoptadas por una Asamblea General, debidamente convocada.

Igualmente, se alude por la demandada a la deficiente redacción jurídica del escrito de demanda respecto a la confusión que se genera a lo que realmente se solicita por la demandante sobre la nulidad o anulabilidad, lo que impediría  - a juicio de la Cooperativa -, que el Árbitro que actúa bajo el principio de rogación de las partes pueda fijar de alguna forma el objeto del procedimiento, al tratarse de un defecto esencial y por ello, insubsanable.
Prosigue en su escrito la representación de la sociedad cooperativa planteando simultáneamente la caducidad de la acción en este procedimiento por el transcurso de los plazos establecidos legalmente para la impugnación del acuerdo societario ante la jurisdicción competente. 

Para ello se señaló por la Cooperativa que según acuerdo de la Asamblea General de fecha 30 de septiembre de 2007, se inició la actividad de placas solares para aquellos socios interesados en ellas y se fijó el importe de las aportaciones, siendo la actora una de las socias que aprobó ese acuerdo y que participa en la actividad de generación de energía referida. También se alega por la demandada que tras el cambio de clase de la demandada operado en el año 2003, se decidió por acuerdo de los socios que fuera la Cooperativa la entidad que solicitara las ayudas de la PAC y de los seguros agrarios en representación de todos los socios, y se fijaron los criterios de pago y distribución de las mismas a éstos, con la intención de beneficiar tanto a la entidad como a sus socios. Destacando la demandada que la socia entonces, ni formuló oposición a dichos acuerdos ante los órganos de la sociedad ni tampoco ante la jurisdicción competente.
CUARTO.-  Alegó la Cooperativa demandada como otros motivos de oposición la existencia de fraude de ley, prohibido por el artículo 6.4 del Código Civil, en base a dos motivos:

a) En cuanto a que la demanda en buena parte de su pretensiones se articula sobre la impugnación del acuerdo de aprobación de las Cuentas Anuales del ejercicio económico 2011/2012, sin que haya indicado que partidas o resultados del Balance o de la Cuenta de Resultados no son conformes a la Ley o a los Estatutos, y a emplear esta vía para atacar acuerdos ya firmes sobre determinadas actividades o criterios de funcionamiento de la Cooperativa y adoptados en anteriores Asambleas;
b) Considera la Cooperativa que con el rechazo del Reglamento de Régimen Interno, en realidad subyace una impugnación de la clase o tipo de Cooperativa que la mayoría de los socios ya adoptaron en un momento anterior, y frente a la que la socia ahora pretende oponerse extemporáneamente.
QUINTO.-  En este punto la Cooperativa difiere del criterio que ha seguido la socia demandante, al reafirmar que la totalidad de los acuerdos adoptados en la Asamblea General de fecha 14 de octubre de 2012, fueron perfectamente legales y ajustados a la Ley y a los Estatutos sociales.

Con relación a la impugnación por la actora de los Informes de los Interventores de la Cooperativa, se argumenta que los dos interventores que redactaron aquel objeto del presente procedimiento- D. XXXX y D. XXXX-, fueron elegidos debidamente por la Asamblea General y estaban en el momento de su aprobación en el pleno ejercicio de sus cargos. 


Abunda la Cooperativa en su contestación que en la Asamblea de fecha 04 de octubre de 2009 en la que se eligieron junto con los dos anteriores a un tercer interventor, D. XXXX, el cual posteriormente pasó a desempeñar el puesto de Vocal dentro del Consejo de la entidad por acuerdo de la Asamblea de fecha 09 de octubre de 2011, quedando los dos primeros como únicos interventores, al estar previsto por la Cooperativa la desaparición de este órgano social en la obligada adaptación de los Estatutos a la Ley 11/2010 de Cooperativas.


Respecto a la alegada infracción cometida por la entidad al carecer de una contabilidad separada de las diferentes actividades, la Cooperativa señala que ante la inexistencia de Secciones dentro de la entidad, la sociedad puede contabilizar de forma consolidada la globalidad de sus operaciones en plena concordancia con los previsto en las Normas Generales de Contabilidad.

En materia de los procedimientos seguidos por la Cooperativa tanto para la solicitud de la ayudas de la PAC y seguros agrarios de los socios, así como para la distribución y criterios de pago entre ellos, la demandada afirma que se trata de acuerdos firmes que no fueron impugnados por la actora en el momento de aprobación, por lo que devinieron en firmes y definitivos.


Finalmente, la Cooperativa alega de contrario que frente a la impugnación del acuerdo que aprobó la vigencia del Reglamento de Régimen Interno, esta norma interna sólo lleva a cabo el desarrollo pormenorizado de lo previsto en el artículo 4 de los Estatutos, ya aprobados por la masa social. A más, la demandada frente a los afirmado por la actora en su escrito sobre el hecho de que la explotación de fincas por la Cooperativa sólo podría ser aplicable a las que se adquirieran por la entidad, señala que ningún precepto de la Ley de Cooperativas ni de los Estatutos de la demandada impide la explotación en común de las fincas de los socios, y esta posibilidad se acuerda por los socios en el ejercicio de sus facultades dentro de los Estatutos sociales y normas que los desarrollan, sin perjuicio del derecho de separación que a la demandante le asiste. 
SEXTO.-   Reiteró para concluir la demandada su solicitud para que se sometiera el presente arbitraje a modalidad en Derecho, y como medios de prueba instó, como adicional a la documental ya aportada con la contestación y haciendo suya la incorporada por la actora en su demanda, el interrogatorio de la socia actora en la vista.

SÉPTIMO.-    Como conclusión a su escrito de contestación, solicitó la Cooperativa demandada del Árbitro que dictara Laudo desestimando íntegramente el escrito de demanda, y que confirmara íntegramente los acuerdos adoptados por la Asamblea General objeto de impugnación.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 18 de junio de 2014, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Periféricos de la Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Cuenca, sitos en el Parque San Julián, número 14, de la ciudad de Cuenca, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de equidad, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.
Tuvo lugar dicho acto con la presencia del representante de la solicitante del procedimiento   DON XXXX, con DNI nº XXX, hijo de la socia demandante, cuyo representación general y para la práctica de prueba se realizó aportando poder notarial otorgado ante la Notaria de XX doña XXXX, en fecha 20 de enero de 2012, con número de protocolo 62; así como de la parte demandada Cooperativa XXXX,  representada en este acto por el letrado DON XXXX, colegiado nº XX del I.C.A. de Cuenca, cuyo apoderamiento recogido en poder notarial de fecha 12 de abril de 2011 se aportó de inicio en el escrito de contestación de la demandada.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, asimismo  procedió a aportar la siguiente documentación adicional:
· Extractos bancarios según el cual se detallan los tres repartos diferenciados abonados por la Cooperativa respecto de la Campaña 2011/2012 y los porcentajes empleados para el cálculo de los mismos.
· Resumen de los Derechos de Pago Único cuya titularidad ostenta la demandante, emitido a fecha 09 de abril de 2012, por el que la misma ostenta un total de 51,13 derechos por un valor global de 8.320,17 euros.

· Resumen de los Derechos de Pago Único cuya titularidad ostenta la demandante, emitido a fecha 30 de junio de 2013, por el que la misma continuaba ostentando un total de 51,13 derechos por un valor global de 8.320,17 euros.

· Resumen del borrador de ingresos de la demandante a efectos de la declaración del IRPF correspondiente al ejercicio fiscal 2011, en el que se imputa a la misma el percibo por la AEAT de la cantidad de 7.963,44 euros en concepto de Ayuda de Pago Único.

· Recibo agrario de fecha 31 de mayo de 2012 emitido por la Cooperativa a favor de la actora bajo el concepto "Liquidación Primera" por los distintas producciones de cereales aportadas a la misma.
De contrario, la representación de la cooperativa XXXX solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa y reiteró la solicitud de interrogatorio de la socia demandante doña Lucía Regidor, incorporando nueva documentación, consistente en:
· Extracto de la acta correspondiente a la Asamblea celebrada el 01 de octubre de 2006.

· Copia del acta de la Asamblea General celebrada el 04 de octubre de 2006.

· Copia del acta de la Asamblea General que tuvo lugar el 09 de octubre de 2011.

· Copia del poder de representación para la firma en el expediente de la PAC suscrito por D. XXXX - hijo de la actora -, a favor del representante de la Cooperativa, D. XXXX, de fecha 20 de febrero de 2004.

· Autorización firmada por D. XXXX - hijo de la actora -, para figurar como titular en la cuenta abierta en la Caja Rural de la localidad de XXX en la que figura como cotitular la Cooperativa demandada, con fecha 26 de febrero de 2004.
· Copia del poder de representación para la firma en el expediente de la PAC suscrito por Dña. XXXX a favor del representante de la Cooperativa, D. XXXX, de fecha 24 de enero de 2011.

· Autorización firmada por Dña. XXXX, para figurar como titular en la cuenta abierta en la Caja Rural de la localidad de XXX en la que figura como cotitular la Cooperativa demandada, con fecha 24 de enero de 2011.
Habiéndose admitido por este Árbitro la totalidad de medios de prueba adicionales planteados por las partes, fueron inadmitidos por contra los que se solicitaron por la demandante en el apartado A.3 de su escrito de inicio, por considerar que no eran pertinentes con el objeto del procedimiento, cuando en la mayoría de las afirmaciones vertidas por la actora, la Cooperativa no había opuesto contradicción alguna en cuanto a o alegado respecto del Informe de los Interventores y a los sistemas/criterios empleados para el reparto de las ayudas de la PAC, o finalmente, cuando se pretendía por aquélla ejercer una acción colectiva en representación de un número indeterminado de socios, cuyos derechos se habrían visto lesionados por estos criterios, lo que no puede ser objeto del procedimiento por no haberse personado otros socios distintos de la actora en el presente arbitraje, causa que justificó también la inadmisión de la solicitud de los listados de socios totales de la Cooperativa que se pretendían en la demanda inicial, por afectar a terceros no personados en el procedimiento.
Respecto al interrogatorio solicitado para la socia demandante, se reconoció como válido a efectos del mismo el testimonio que don XXXX prestara en la vista a las preguntas que se le formularan por el representante de la cooperativa, dándose entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación.
A la vista de los antecedentes expuestos, aún cuando al ser arbitraje de equidad no son preceptivos fundamentos jurídicos, el Árbitro que suscribe considera de necesaria inclusión los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
La demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 16 de noviembre 2012, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado, aunque requirió de este órgano que debió ajustarse su tramitación y resolución a la modalidad en Derecho.

Debemos señalar en este punto a la demandada que la elección de la modalidad en equidad se justifica en que la de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Reglamento, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para el de Derecho en la normativa estatal, en concreto en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Fundamento del arbitraje de equidad.
El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio con la Constitución. Como consecuencia más inmediata de dicha doctrina es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

Para dar el verdadero significado y expresión de los límites y facultades que tienen cabida dentro del arbitraje de equidad, este órgano arbitral considera necesario señalar los criterios que desde la doctrina y jurisprudencia de nuestros Tribunales definen a esta figura jurídica.

Desde la perspectiva constitucional se fija entre otras resoluciones por el Tribunal Constitucional, en su Sentencia de la Sala 2ª de 16 de marzo de 1988, en el que señala que “la  función que cumple el arbitraje de equidad es la de constituir una vía de solución de conflictos mediante la decisión de terceros a los que se otorga un amplio margen de ponderación de las circunstancias de las actitudes según su leal saber y entender, flexibilidad ésta de ponderación que separa el juicio de equidad del basado en Derecho estricto y que lleva a concebir el objeto de la controversia como un todo orgánico”; de manera que los árbitros tienen la posibilidad de ponderar, calibrar, graduar y atemperar la solución que estimen procedente, buscando así soluciones intermedias entre las posiciones máximas de las partes. 


Estamos ante un proceso especial, ajeno a la jurisdicción ordinaria con simplicidad de formas procesales y uso de arbitrio en el de equidad, sin necesidad de motivación jurídica, aunque dando a las partes la oportunidad adecuada de ser oídas y de presentar las pruebas que estimen necesarias. Siendo de aplicación los principios de igualdad ante las partes, audiencia, contradicción y flexibilidad, que se recogen en el artículo 4 del Reglamento y en el artículo 24 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.


Por lo ya afirmado, el Tribunal Supremo en las resoluciones de la Sala de lo Civil define el arbitraje de equidad – STS 22 de junio de 2009, recogiendo otras como la STS de 30 de mayo de 1987 y las SSTS de 8 y 20 de noviembre de 1985 -, como aquel en el que los laudos no deben desconocer o contravenir las normas de Derecho positivo, pero que fundamentalmente deben atenerse a criterios de justicia material fundados en principios y premisas que sirvan para fundar la argumentación del laudo, de manera que cuando es un arbitraje de equidad resulta especialmente relevante la justicia del resultado obtenido y su coherencia con los principios que le son de aplicación al caso.

 Así también se recoge por otros órganos jurisdiccionales como la SAP Castellón de 11 de diciembre de 2008 -  y  más recientemente las SSAP Madrid de 30 de junio de 2010 y 30 de septiembre de 2010 -, que definen el arbitraje de equidad como aquel en que la resolución del conflicto interindividual de intereses se alcanza por los árbitros con arreglo a su leal saber y entender, sin necesidad de proceder a la aplicación de las normas jurídicas estatales o de ámbito autonómico, como sucede en el presente caso.
CUARTO.-  Sobre las excepciones planteadas por la Cooperativa de caducidad de la acción e inconcreción del objeto del procedimiento.
Con carácter previo a valorar el fondo de la controversia planteada, y ante las excepciones alegadas de inicio, este Laudo va a resolver sobre éstas comenzando en primer lugar sobre la caducidad de la acción, no cabiendo su admisión dado que sin perjuicio de que a lo largo de este Laudo se entre en las verdaderas y últimas motivaciones de la actora en la impugnación formulada contra los acuerdos adoptados en la Asamblea celebrada el 14 de octubre de 2012, los plazos y formas de la acción iniciada se ajustan plenamente a la normativa de aplicación.
Respecto a la inconcreción del objeto del procedimiento, habiendo comprobado las extensas alegaciones de la demandante  - que por otra parte han sido rebatidas por la Cooperativa más con argumentos sobre su forma que respecto a su fondo -, se debe destacar el hecho de que la actora ha actuado en este procedimiento sin un asesoramiento letrado en el ejercicio de los derechos que le asisten como socia, y el mismo carácter antiformalista de los medios alternativos de resolución de conflictos, como en el caso de los arbitrajes, por lo que se rechaza igualmente la excepción planteada procediendo a entrar en la valoración del fondo del asunto.

QUINTO.-  Sobre la validez del Informe de los Interventores respecto de la contabilidad de la Cooperativa correspondiente al ejercicio 2011/2012.
Este procedimiento arbitral, como lógica consecuencia a los planteamientos establecidos por las partes demandantes debe primeramente entrar a examinar si se han cumplido las obligaciones para su validez en la aprobación de las Cuentas anuales del ejercicio 2011/2012.

Según se ha alegado por la actora, y se ha ratificado por la propia Cooperativa en su contestación, el Informe del órgano de Intervención de la Cooperativa, fue emitido y suscrito únicamente por dos de los interventores, por formar parte el restante de los tres que lo conforman como miembro del órgano de administración de la Cooperativa, siendo esta situación motivo de incompatibilidad palmaria para el mismo en su esencial actividad fiscalizadora, a tenor del artículo 48.1 de la derogada Ley 20/2002 de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que reitera el actual artículo 72.1 de la Ley 11/2010.

Las funciones de la Intervención, como órgano obligatorio de la Cooperativa exigido por la anterior Ley 20/2002, se recogían en su artículo 52.1:


"1. Son funciones de los Interventores, además de las que puedan fijar los propios 
Estatutos y que no estén atribuidas a otro órgano social, las siguientes:


a) La censura de las cuentas anuales antes de su presentación a la Asamblea 
General mediante informe emitido al efecto, así como sobre la propuesta de 
distribución de excedentes o imputación de pérdidas. En caso de disconformidad 
podrá emitirse informe por separado.


A este fin, los interventores deberán formular su informe definitivo y ponerlo a 
disposición del Consejo Rector en el plazo máximo de un mes a contar desde que 
recibieron las cuentas anuales, pudiendo recabar cualquier otra documentación 
necesaria para el mejor cumplimiento de su función fiscalizadora. 


Si la cooperativa auditase externamente sus cuentas, se eximirá a los interventores 
de la obligatoriedad de emitir el informe de censura de las cuentas anuales de 
aquellos ejercicios económicos en que se efectúe la auditoría. Será nulo el acuerdo 
de aprobación de las cuentas anuales por la Asamblea General sin el previo informe 
de los Interventores o, en su caso, del informe de auditoría externa.(...)"

En la actualidad, aunque se trata de un órgano no obligatorio en la actividad de una sociedad cooperativa, el artículo 72.2 de la Ley 11/2010, regula sus atribuciones en la siguiente forma:


"2. Será competencia de esta comisión examinar la marcha de la cooperativa, las 
directrices generales y las decisiones concretas adoptadas por el órgano de 
administración, el consejero/a delegado o comisión ejecutiva y el director/a; 
advertir a estos sobre su conformidad o no con la política fijada por la asamblea 
general y los criterios de una buena gestión empresarial, e informar por escrito, en 
el momento que consideren oportuno a la asamblea general y, en todo caso, a la 
asamblea general ordinaria. A tal fin, dicha comisión podrá recabar y examinar, en 
todo momento, la documentación y contabilidad de la cooperativa."

De su lectura comprobamos que la Intervención que se ha venido regulando como órgano social por la norma autonómica, tal como ocurre en la legislación cooperativa de los países del arco mediterráneo de Europa, se le otorga un papel mixto, pues en realidad la Intervención en sí no controla, dado que sólo ostenta la potestad de acceso a la documentación y a las cuentas, siendo éste el último fin que se garantiza en el Informe preceptivo de este órgano.

Si bien como se ha argumentado por la actora, la norma estatutaria prevé la existencia de tres interventores, y al hecho de que la Cooperativa no ha procedido a dar cobertura a la vacante, alegando la desaparición de dicho órgano en el proceso de adaptación estatutaria a la vigente Ley 11/2010, y por ello la vigencia temporal de únicamente dos de sus componentes no puede justificar su mera alegación el hecho cierto que supone el incumplimiento de los requisitos establecidos estatutariamente, pero en el procedimiento en ninguna forma se ha acreditado que esos dos interventores hayan sufrido restricciones o se les haya imposibilitado el acceso a la información contable y/o a toda aquélla que hubieran podido solicitar en el ejercicio de sus funciones, ni tampoco se ha acreditado por parte de la demandante la existencia de indicios o, en su caso, apuntes y resultados que pudieran suponer una infracción de la normativa cooperativa o contable, basando su impugnación exclusivamente en el defecto señalado.

Finalmente, como se señalaba en la ley cooperativa ya derogada, la nulidad sólo era invocable en el supuesto de inexistencia del mismo Informe de la Intervención, hecho que no se ha producido ni tampoco se han planteado alguna prueba que permita señalar que sus funciones se hayan podido ver comprometidas o afectadas por obstrucción alguna de algún tercero, socio o de alguno de los miembros de los órganos de la Cooperativa, por lo que sólo cabe la desestimación sobre el motivo alegado, rechazando el punto de la demanda formulada en este sentido
SEXTO.- Sobre la contabilidad separada de las actividades de la Cooperativa.
Tras alegar un primer motivo formal para impugnar la contabilidad social en el ejercicio 2011/2012, la actora se apoya en la inexistencia de contabilidad separada entre las actividades de la Cooperativa para entender que concurre la misma consecuencia de nulidad sobre las citados resultados anuales.


Evidentemente, ambas partes en sus alegaciones señalan que la demandada realiza a la fecha del presente arbitraje y, desde el año 2007, una actividad agraria junto con otra conjunta de generación de energía eléctrica a través de paneles solares, actividad que se autorizó por los socios y que la demandante conoce perfectamente tanto en su desarrollo como imputación frente a la Cooperativa de ingresos y gastos, pues en el acta de la Asamblea General de fecha 04 de octubre de 2009, en la que aparece la renovación de cargos consta que el mismo representante que actúa en este procedimiento, don XXXXX, accedió al órgano de administración como segundo vocal.

Ya en la Asamblea General de fecha 09 de octubre de 2011, en su punto segundo, sobre la aprobación de las Cuentas anuales del ejercicio 2010/2011, constaba entonces la protesta de don XXXX sobre la contabilización de la inversión en placas solares y la imputación de costes sobre los socios no participantes en esa actividad societaria, en particular sobre las instaladas sobre una nave de la demandada, aunque no se ha aportado documentación que acredite que esa protesta hubiera desembocado en reclamación posterior alguna por aquélla.

Tal como se recogía en la derogada Ley 20/2002, norma que regía en el momento del inicio de la nueva actividad de la Cooperativa, respecto a la existencia de Secciones y a la contabilidad de la mismas, lo siguiente en el artículo 6.1º:  Los Estatutos podrán regular la constitución, organización y funcionamiento de secciones, que desarrollen actividades económicas o sociales específicas, derivadas o complementarias de su objeto social, con autonomía de gestión, cuentas de explotación diferenciadas y patrimonio separado."; a lo que el apartado 6º señalaba en concreto sobre la contabilidad de las mismas que: "Las secciones llevarán necesariamente su contabilidad de forma independiente, sin perjuicio de la general de la cooperativa, así como un libro de registro de socios adscritos a las mismas."

Aspectos que se reiteran en la actual regulación recogida en el segundo párrafo del artículo 9.1 de la Ley 11/2010: "Las secciones no tendrán personalidad jurídica independiente de la cooperativa pero sí gozarán de autonomía de gestión, cuentas de explotación diferenciadas y patrimonio separado, por lo que llevarán necesariamente su contabilidad de forma independiente, sin perjuicio de la general de la cooperativa, así como un libro de registro de socios adscritos a las mismas."

Es decir, la Cooperativa en cuanto a que la creación de Secciones es una facultad de derecho dispositivo por parte de sus socios, ha venido manteniendo una gestión única, indiferenciada y consolidada contablemente de todos los ingresos y gastos que se deriven de su explotación, bien tengan éstos origen en una actividad agraria o en la de generación de energía eléctrica, sin que la demandante u otros socios hubiera optado por hacer uso del "derecho de separación" que les asiste si consideraron perjudicial para ellos y sus derechos dicha situación, máxime en el caso de la actora por cuanto se encuentra entre el grupo de socios que realiza ambas actividades y por tanto se beneficia de su doble condición

Tomando en su concepto los principios contables del Plan General Contable (PGC), de general aplicación a las empresas españolas, señalan como su primer principio el de "Empresa en funcionamiento", es decir, considerando que la actividad de la empresa continúa en un futuro; unido al aplicable a este supuesto concreto como es el tercer principio de la "Uniformidad", entendido como aquel según el cual, cuando se elija un criterio de contabilización, dentro de las alternativas que permite la normativa, se ha de mantener la misma en el tiempo y aplicarse para las transacciones y eventos que sean similares; por ello, la contabilización que de manera conjunta hace la Cooperativa de los ingresos y gastos derivados de las distintas actividades desde el año 2007 tiene pleno amparo por parte de la normativa contable, tanto en su inicio como en su desarrollo en los años transcurridos.

A más, en ese sentido ya expresado, en la regulación sobre la determinación de resultados cooperativos, se determinaba ya en el artículo 67.2 de la Ley 20/2002  que en primer lugar se integraran: "Los obtenidos de la venta de productos y servicios de los socios y de la cooperativa."; aspecto que se reproduce en el vigente artículo 87.2, letra a) de la Ley 11/2010: " Los obtenidos de la venta de productos y servicios de los socios y de la cooperativa."; pudiendo concluir que sobre este aspecto se debe decretar la desestimación de la impugnación alegada por la actora sobre la legalidad de las Cuentas anuales 2011/2012 en base a un segundo motivo: la inexistente contabilización separada de las actividades de la Cooperativa; a los efectos de imputación de gastos y rendimientos.
SÉPTIMO.- Sobre la tramitación y abono de ayudas de la Política Agraria Común (PAC) de la Unión Europea y de los recibos agrarios de compensación.

Fundamental para conocer la situación que se produce con el cobro de las ayudas de pago único de la PAC tanto por parte de la socia actora como del resto de socios de la Cooperativa es la propia trayectoria de la vida de la sociedad, dado que ha condicionado la propia clase de cooperativa para así favorecer la percepción de ayudas por la masa social, por cuanto hasta el año 2003, la demandada se encontraba regulada bajo la forma de cooperativa de explotación comunitaria de la tierra y como tal persona jurídica solicitaba y percibía bajo su propia titularidad las ayudas por cualesquiera conceptos de la totalidad de las parcelas que los socios habían aportado a la sociedad cooperativa.

El cambio de la regulación comunitaria para la generación y derechos de pago único de la PAC, efectuada por los Reglamentos (CE) nº 1782 y (CE) nº 1783 del Consejo, de 29 de septiembre de 2003 (DOUE de 21 de octubre de 2003), que se concretaba entre otros aspectos bajo el nuevo criterio introducido de la "modulación", con el que se pretendía proporcionar un medio para garantizar la transferencia de fondos de la PAC de las ayudas directas  los agricultores. 

Dicha herramienta de carácter obligatorio y que atañía a todos los agricultores de la UE, con excepción de los más pequeños, para financiar medidas adicionales de desarrollo rural, supuso que todos los pagos directos se reducirían en un 3 % en 2005, un 4 % en 2006 y un 5 % desde 2007 hasta 2012. Ahora bien, con el fin de garantizar el apoyo a los pequeños agricultores, se establecía que los pagos directos inferiores a 5.000 euros por explotación agraria, a semejanza de una franquicia,  seguirían estando exentas de las deducciones ya señaladas.   

Posteriormente, a través del denominado "chequeo de la PAC" se desembocó en una nueva regulación, el Reglamento (CE) nº 73/2009 (DOUE de 31 de enero de 2009) y su desarrollo realizado por el Reglamento (CE) nº 1122/2009 (DOUE de 02 de diciembre de 2009), que incrementó el nivel de modulación a favor de planes de desarrollo rural en el período 2010-2013, de forma que los importes superiores a 5.000 euros se reducirían en el 7 %, 8 %, 9 % y 10 % para los ejercicios presupuestarios 2010, 2011, 2012 y 2013, respectivamente.

Evidentemente, una minoración inicial en las cantidades a percibir en concepto por pago único que de forma global se venía abonando a  la Cooperativa hasta el ejercicio 2003, aún con una franquicia de 5.000 euros, sobre las cantidades que se generaban por la totalidad de parcelas aportadas por los socios, hubiera supuesto una muy grave minoración en los ingresos de la Cooperativa (de hasta el 10 % del global de esos ingresos societarios) y por extensión para la totalidad de los socios, incluyendo a la actora. Lógicamente, es del todo admisible la voluntad de los socios reflejada a través de su Asamblea en la transformación de la Cooperativa en el año 2003 en una de clase agraria y en la solicitud individualizada de las ayudas de la PAC por parte de los socios titulares, de forma que se garantizaba así que en la práctica éstos podrían percibir la totalidad de ayudas, al no superar en la mayoría de los casos individuales el límite de 5.000 euros, sin sufrir por ello modulación alguna en su percibo y la lógica disminución en su renta personal.

Esta nueva situación desembocó, tal como señala la actora, en una labor inicial de la Cooperativa únicamente de tramitación conjunta de la solicitud de ayudas de la PAC de los socios desde el año 2004, pero ya en ese mismo año, la demandante por medio de su representante en esa fecha (20-febrero-2004) e hijo al igual que su actual representante, don XXXX, con DNI nº XXX - reconocido ese carácter en la vista por don XXXX -., otorgó la demandante a la Cooperativa un poder de representación a favor de don XXXX, presidente de la demandada, para la firma en los expedientes de la PAC a los efectos de su tramitación, y además en la misma fecha su representante autorizó a la Cooperativa para: "figurar como titular en la cuenta aperturada en la Caja Rural de XXX, en la cual figura también como titular la Sociedad Cooperativa XXXX, con CIF XXX."

Esas autorizaciones, con idéntica redacción se encuentran en el procedimiento firmadas con fecha 24 de enero de 2011, en este caso por la socia doña XXXX, tanto la relativa a la firma del expediente de la PAC, como la de apertura de cuenta en idéntica fecha. 


A la vista de esta documentación, junto con las relaciones de derechos de pago único incorporadas, queda acreditada la titularidad individualizada por parte de doña XXXX de los derechos y subvenciones derivados de sus parcelas, pero al mismo tiempo su conducta contradice desde el cambio operado en el año 2004 el efectivo cobro individualizado de las ayudas, pues admite con su autorización - bien suscrita por su representante en 2004 o por la actora personalmente en 2011 -, para que se abonen el importe total de esos derechos de pago único en una cuenta bancaria cuya cotitularidad ostenta no sólo la actora, sino de forma conjunta con la totalidad del resto de los socios e incluso con la propia entidad cooperativa, aspecto que difícilmente puede calificarse como coherente con esa gestión y cobro individualizado que se pretende ahora por la demandante, conducta que se ha venido reiterando a lo largo del período 2004-2011, y que aún sin nuevos datos debemos suponer que se ha venido manteniendo en los ejercicios posteriores.

Esa "cesión de la gestión" de las ayudas por la demandante, supone en la práctica someterse a los criterios de distribución que la Cooperativa ha impuesto a los socios, en el ejercicio de las facultades que los mismos han querido otorgar a la entidad, condicionando el cobro de las ayudas a los coeficientes de participación en la actividad cooperativizada. Tal como señala la actora, las consecuencias de esa imputación de las ayudas supone que ante terceros, en este caso concreto la Agencia Tributaria, los mismos no se tengan por vinculados por esos acuerdos internos y tributen los beneficiarios íntegramente por los bienes y derechos que se incorporan en su patrimonio, en un lógico posible perjuicio para cada uno de los socios individuales cuando los importes efectivamente percibidos no coincidan con las ayudas reconocidas.

Pero se debe distinguir entre los preceptos jurídicos de derecho imperativo, como son la normativa europea para los beneficiarios para solicitar y percibir las ayudas de pago único de la PAC o, como en el presente caso, las normas tributarias que gravan las rentas percibidas por la demandante, para al tiempo distinguirlas del poder de libre disposición que ampara la actuación de la socia cuando esas cantidades objeto de subvención una vez se encuentran integradas dentro de su patrimonio, y en ese momento ya actúa bajo su ámbito de facultades que le habilita para disponer del mismo según su voluntad bien declarada en forma expresa o a través de lo que se denomina como la “doctrina de los actos propios”, en relación con la conducta observada por la propia demandante a lo largo del período de esos siete años de funcionamiento del vigente sistema de gestión de las ayudas de la PAC.

La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha definido los “actos propios” (STS 24 abril 2004 y 27 marzo 2007 entre otras) como aquellos que, para vincular a su autor, han de ser inequívocos y definitivos, en el sentido de crear, establecer y fijar o modificar una determinada relación jurídica, con lo que producen estado. Esta doctrina se ha desarrollado basada en la necesidad de proteger la buena fe y la confianza, combinada con la salvaguarda de la apariencia y estabilidad de las situaciones jurídicas, lo que exige para que su autor quede ligado frente al sujeto pasivo de los mismos.

Los presupuestos doctrinales de aplicación de esta regla (STS Sala Civil 20 marzo 2012) son los siguientes: “1º, que una persona haya observado, dentro de una determinada situación jurídica, una conducta relevante, eficaz y vinculante; 2º, que posteriormente esta misma persona intente ejercitar un derecho subjetivo o una facultad, con creación de una situación litigiosa y formulado dentro de ella una determinada pretensión; 3º, que entre la conducta anterior y la pretensión posterior exista una incompatibilidad o contradicción, según el sentido que de buena fe hubiera de atribuirse a la conducta anterior; y 4º, que entre la conducta anterior y la pretensión posterior exista una perfecta identidad de sujetos.”
Nuestro alto Tribunal considera que para estimar que se ha infringido la doctrina de los actos propios, que encuentra su apoyo legal en el artículo 7.1 del Código Civil – según el cual los derechos deberán ejercitarse conforme a las exigencias de la buena fe -, ha de haberse creado un quebranto del deber de coherencia en los comportamientos, debiendo concurrir en los actos propios condición de ser inequívocos, en el sentido de crear, definir, fijar, modificar o extinguir, sin ninguna duda, una precisada situación jurídica afectante a su autor, ocasionando incompatibilidad o contradicción entre la conducta precedente y la actual.

Aplicando lo expuesto al presente caso, la actora, a lo largo del período 2004-2011, ha cedido a favor de la Cooperativa tanto la tramitación de los expedientes como el cobro de sus derechos de pago único de la PAC en una cuenta bancaria conjunta con la totalidad de los socios y la propia Cooperativa, y ha venido percibiendo las referidas cantidades en todo ese prolongado plazo de tiempo exclusivamente bajo su coeficiente de participación como socia en la actividad de la Cooperativa, con un pleno y público conocimiento tanto por parte de ella como del resto de los socios. Si bien, no constan datos sobre si el perjuicio alegado en la declaración del I.R.P.F. ante la  AEAT se ha venido produciendo o no repetidamente en esos años citados, pero se haya concretado o no, parece difícil de entender que la actora no haya ejercitado en este tiempo algún tipo de oposición, o al menos no consta en el expediente que se haya producido en ese punto en concreto, ante las lesiones patrimoniales que se le habrían venido ocasionando.

Es difícil de comprender cómo la actora no ha invocado en estos siete años la facultad que como socia de una Cooperativa le asiste desde su inicial incorporación a la sociedad, el denominado "derecho de separación", que sin perjuicio de cumplir otros requisitos que estatutariamente se pudieran establecer adicionalmente como plazos de preaviso y/o compromisos de permanencia - al amparo del primer principio cooperativo de "Adhesión voluntaria y abierta" -, supone en la práctica que el socio desde que se estableció ese criterio de abono de las ayudas de la PAC podía haber alegado el artículo 30.5º de la derogada Ley 20/2002, solicitando en base a ese mismo precepto la baja voluntaria, justificada en todo caso, sobre la concurrencia de: "La adopción de acuerdos por la Asamblea General que impliquen obligaciones o cargas gravemente onerosas, no previstas estatutariamente, si el socio manifiesta su disconformidad por escrito al órgano de administración de la cooperativa, en el plazo que fijen los Estatutos (..)"; que en la actualidad se reproduce en el actual artículo 28.5º, letra a) de la Ley 11/2010.

Estamos, tal como señala la demandada en su escrito, ante la impugnación de una situación generada hace más de siete años, que se pretende actualizar ahora indebidamente vía impugnación de las Cuentas anuales del ejercicio 2011/2012, porque la contabilización de estas concretas partidas sólo es un mero reflejo respecto de los criterios establecidos para el abono de las ayudas de pago único, derivado de acuerdos y normas internas adoptados por los socios a través de los órgano competentes en el ejercicio 2004, y de los que estas cuentas anuales no son sino mera reproducción de las de ejercicios anteriores.

Por lo expuesto, debe este Laudo desestimar en primer lugar íntegramente la impugnación de las Cuentas anuales 2011/2012 en base a la pretendida lesión que se le habría generado en los derechos de la actora por la aplicación de los criterios recogidos en las mismas para el abono a los socios de los derechos de pago único de la PAC, e igualmente, rechazar la impugnación genérica de dichos criterios, basados en la participación en la actividad cooperativizada de cada socio para abonar dichos derechos, por cuanto la actora, sin perjuicio de una mera oposición formal, no ha ejercitado sus derechos de oposición en la forma y plazos debidos, y ha venido asumiendo como "actos propios" tanto la situación patrimonial directa derivada de la aplicación de dichos criterios de abono como las consecuencias que de terceros se hayan podido producir en su perjuicio, para finalmente, acreditar esa asunción como propia de la normativa interna de reparto en el hecho indubitado de que no ha ejercitado en estos siete años el "derecho de separación" que como tal socio le otorga la normativa y principios cooperativos frente a las lesiones que se le hayan podido ocasionar por la aplicación de los criterios de abono aprobado por los socios de la Cooperativa.
OCTAVO.- Sobre la impugnación del acuerdo de aprobación del Reglamento de Régimen Interior.

Debemos señalar que es difícilmente admisible que se impugne una norma jurídica de ámbito general para todos los socios, aunque su fin último sea desarrollar de manera detallada diversos aspectos estatutarios, a través de un arbitraje en modalidad de equidad, que no se encuentra afecto por su propia naturaleza a las consideraciones y argumentos jurídicos exigibles en la valoración y resolución de una norma, pero al efecto de garantizar los derechos de la actora y de la tutela que se solicita de este órgano arbitral, pasamos a valorar los argumentos vertidos en el escrito de demanda. 


Tal como la socia actora y la entidad demandada han admitido sin discrepancia alguna sobre este punto, la transformación como de la clase agraria de la entidad XXXX,  que se produjo en el año 2003 sólo tuvo como fin último beneficiarse del nuevo régimen de ayudas de la PAC. Así el concepto de una Cooperativa de Explotación Comunitaria de la Tierra se fija en el artículo 131.1º de la Ley 11/2010:


"1. Son cooperativas de explotación comunitaria de la tierra las que asocian a 
titulares de derechos de uso y aprovechamiento de tierras u otros bienes 
inmuebles, susceptibles de explotación agraria, que ceden dichos derechos a la 
cooperativa y que prestan o no su trabajo en la misma, así como a quienes, sin 
ceder a la cooperativa derechos de disfrute sobre bienes, prestan su trabajo en la 
misma, para la explotación en común de los bienes cedidos por los socios y de 
aquellos que, por cualquier título, posea la cooperativa."

De la comparativa con lo afirmado en el acto de la vista por las partes contendientes y de la lectura de la documentación y normas estatutarias, estamos entonces ante una sociedad cooperativa agraria, que realmente y aceptada de forma libre por todos sus socios es una ficción jurídica, pues tal como señala el extenso objeto social descrito en los vigentes Estatutos aprobados en la Asamblea General de 14 de octubre de 2012, realmente su concepción y criterios reales de su funcionamiento son los de la inicial Cooperativa de Explotación Comunitaria, de esta manera, en su artículo 4.4º señala entre otros: "Adquirir, mejorar y distribuir entre los socios o mantener en explotación en común tierras y otros bienes susceptibles de uso y explotación agraria."; reforzado en el apartado 15º de la norma estatutaria: "La prestación de servicios a sus socios, con su propio personal, que consista en la realización de labores agrarias u otras análogas en las explotaciones de aquéllos."

Esa naturaleza operativa como una Cooperativa de Explotación de la Tierra de la demandada, en cuanto a su gestión interna y a los derechos y deberes que le son inherentes, se ve reafirmada por la mera lectura del artículo 51.1º de los vigentes Estatutos, de manera que la cuantía de las participaciones sociales obligatorias se determinarán para cada socio "conforme al valor y extensión de la explotación agraria de que disponga, cuyos rendimientos serán cooperativizados."

Es decir, el criterio de un socio para incorporarse a la Cooperativa demandada es la aportación de unas tierras para su explotación - aunque su valor monetario se determinará a través de un proceso de equivalencia por concentración parcelaria, mediante peritación o acuerdo entre las partes -, sin perjuicio de que, como ya se expresó en el párrafo anterior, sus rendimientos sean cooperativizados.

Pero de la misma documentación que consta en el expediente, como la Memoria del ejercicio 2011/2012 en la que se puede observar sin esfuerzo alguno en el punto 3º sobre ensayos de nuevos cultivos, y de forma más directa en el punto 5º, recogiendo el "Plan de siembra próxima campaña", tanto el destino de las parcelas a cultivar como las variedades sembradas (cereales, leguminosas o girasol) e incluso, las que se dejan en barbecho, se distribuyen y organizan centralizadamente desde la propia Cooperativa, sin que el socio intervenga en la planificación o en los trabajos a realizar en las parcelas de su titularidad. 


Aspectos que no son de ninguna manera desconocidos para la actora, pues en el acta de la Asamblea General de fecha 04 de octubre de 2009 -  en la cual reiteramos, se eligió al representante de la demandante en este procedimiento como vocal del Consejo Rector -, se señala en el penúltimo párrafo del apartado segundo lo siguiente: "A continuación el Vicepresidente, Sr. XXXX, viene a informar a los reunidos del Plan de Siembra que ha sido elaborado por el Consejo Rector para la campaña 2009/2010, señalando las hectáreas dedicadas a cada cultivo (cebada, pienso, trigo), la elección de variedades de semillas conforme a ciclos, la reintroducción de a siembra de leguminosas (yeros, veza, guisantes) y la ampliación hasta 53 ha. de siembra directa."

Todo lo anterior reafirma el criterio de este órgano arbitral acerca de que desde el año 2004 se viene funcionando en su giro ordinario en la entidad XXXX con los criterios de una Cooperativa de Explotación Comunitaria de la Tierra, y los nuevos Estatutos adaptados a la Ley 11/2010 únicamente reiteran y reproducen ese funcionamiento, con pleno conocimiento y aceptación por la actora y su representante en este procedimiento, don XXXX, cuando incluso éste último ha formado parte del órgano de administración.

Los preceptos que desarrolla el Reglamento de Régimen Interior no dejan de ser una regulación más detallada del conjunto de principios y criterios que los socios se han otorgado libremente en la norma Estatutaria, por lo que no existe contradicción alguna entre ambas normas como esgrime la actora en su demanda, debiendo recordar que han sido objeto esos Estatutos, previamente a su inscripción registral, de calificación jurídica en cuanto a su conformidad con la legislación autonómica por la Unidad provincial del Registro de Cooperativas de Castilla-La Mancha en Cuenca. 


Esa inicial ausencia de defectos de forma en la norma reglamentaria, nos debe conducir a examinar conjuntamente también el fondo y concordancia con la normativa legal del citado Reglamento, por cuanto el artículo 130.4º, letra d) de la Ley 11/2010, señala que las cooperativas agrarias podrán:

"4. Para el cumplimiento de su objeto social, las cooperativas agrarias podrán 
desarrollar cualesquiera actividades propias de aquél, previstas en los estatutos 
sociales, y aquellas otras que sean presupuesto, consecuencia, complemento o 
instrumento para la consecución de su objeto, y entre otras, las siguientes (..)


d) Adquirir, mejorar y distribuir entre los socios o mantener en explotación 

en común tierras y otros bienes susceptibles de uso y explotación agraria."

De lo que se puede concluir de inicio la gran extensión que se permite por la Ley 11/2010 a las cooperativas agrarias en cuanto a sus actividades cooperativizadas, incluyendo la posibilidad de explotación en común de tierras entre otros bienes. 

Respecto a la incompatibilidad alegada por la demandante sobre el carácter de cooperativa agraria y que los socios cedan a la misma los derechos de uso y aprovechamiento de las parcelas de la propiedad de éstos, viene amparado en el precepto legal ya reproducido junto con el poder de disposición que de forma inherente ostentan los socios sobre su patrimonio, ahora bien, de no estar conforme el socio como ya se ha venido indicando le cabe la opción de solicitar la baja voluntaria justificada ejercitando su derecho de separación. Pero reiterando mutatis mutandis los argumentos y motivos señalados en el apartado anterior, acerca de la legalidad del sistema de imputación de los derechos de pago único de la PAC, estamos ante un contenido o fondo del Reglamento que no ha creado una normativa original o novedosa en su contenido para los socios de la Cooperativa, sino la reiteración de los criterios y sistemas de abono que han venido utilizándose con el consentimiento de la actora y de la totalidad de la masa social.

A la vista de la argumentación, este órgano arbitral desestima íntegramente la impugnación de la actora contra los artículos 1.1º, 1.3º, 2.4º, 4.1º y 5.1º, todos ellos correspondientes al Reglamento de Régimen Interior de la Cooperativa XXXX, por inexistencia de defectos de forma en su aprobación asamblearia, ni tampoco haberse acreditado la concurrencia de defectos de fondo que invaliden dicha norma interna, siendo su contenido compatible con los preceptos y principios recogidos en la vigente Ley 11/2010, reiterando el derecho que al socio disconforme le asiste de solicitar la baja voluntaria justificada, ante las facultades y potestades de tal amplitud que los socios otorgan a la Cooperativa en el uso, explotación y disfrute de sus parcelas agrarias.
NOVENO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. A los efectos del Reglamento, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos procede dictar, en equidad, el siguiente
LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la desestimación en su integridad de la demanda de arbitraje interpuesta por doña XXXX frente a la entidad cooperativa XXXX decretando así la plena VALIDEZ de los acuerdos adoptados en cumplimiento de los puntos 1º, 2º y 4º del orden de día de la Asamblea General que con carácter ordinario se celebró por la citada Cooperativa el día 14 de octubre de 2012 en su domicilio social. 


Igualmente se acuerda declarar la desestimación de la impugnación formulada por doña XXXX contra los artículos 1.1º, 1.3º, 2.4º, 4.1º y 5.1º, todos ellos pertenecientes al Reglamento de Régimen Interior aprobado en la referida Asamblea General de fecha 14 de octubre de 2012.

A los efectos del presente arbitraje en Equidad, este Árbitro reconoce a la demandante doña XXXXX el ejercicio del derecho que le asiste en virtud de las importantes y onerosas cargas que se recogen en el Reglamento de Régimen Interno para las parcelas cuya titularidad ostenta, y si así lo estima conveniente a su derecho, al amparo del artículo 28.5º, letra a) de la Ley 11/2010, solicite la aplicación de su "derecho de separación" a través de su baja voluntaria como socia de la Cooperativa, debiendo serle reconocido, en todo caso, el carácter de justificada por el órgano de administración con carácter incondicionado en base al precepto ya citado.
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.

El presente Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Cuenca, a dieciocho de septiembre de dos mil catorce.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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